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Sr. S. de Vega, presidente  
 

La Sección Primera del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, 
reunida en Zamora el día 27 de 
agosto de 2025, con asistencia de 
los miembros que se expresan al 
margen, emitió, por unanimidad, el 
siguiente dictamen: 
 
 

Sr. Ramos Antón, consejero 
Sra. Ares González, consejera 
Sr. Herrera Campo, consejero y 
ponente 
 
Sr. Píriz Urueña, secretario 
 
 
 

DICTAMEN 307/2025 
 
I 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 
El día 16 de julio de 2025 tuvo entrada en este Consejo Consultivo la 

solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente de revisión de oficio 
incoado a instancia de Dña. yyyy, para revocar o declarar la nulidad de pleno 
derecho de la resolución del delegado territorial de la Junta de Castilla y León 
en xxx1, de 15 de marzo de 2022, por la que se concede autorización sanitaria 
de funcionamiento para la ampliación del cementerio de xxx2, localidad 
perteneciente al municipio de xxx3. 

 
Examinada la solicitud y admitida a trámite el 17 de julio de 2025, se 

procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del Consejo 
con el número de referencia 307/2025, iniciándose el cómputo del plazo para 
la emisión del dictamen, tal y como dispone el artículo 52 del Reglamento de 
Organización y Funcionamiento del Consejo Consultivo de Castilla y León, 
aprobado por resolución de 5 de febrero de 2014 de la Mesa de las Cortes de 
Castilla y León. Turnado por el presidente del Consejo, correspondió su ponencia 
al consejero Sr. Herrera Campo. 

 
Primero.- El 25 de febrero de 2021 la Comisión Territorial de Medio 

Ambiente y Urbanismo de xxx1 aprueba definitivamente las nuevas Normas 
Urbanísticas Municipales (NN.UU.MM.) de xxx3, estableciendo, entre otros 
extremos, la reclasificación a suelo urbano, además de su categorización como 
equipamiento público, de unos terrenos adyacentes al cementerio 
contemplado en las normas previas, sito en la pedanía de xxx2.  
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Segundo.- El 8 de junio de 2021 Dña. yyyy interpone recurso 
contencioso administrativo contra el referido acuerdo de 25 de febrero de 
2021, que concluye con la Sentencia n.º 190/2022, de 24 de junio de 2022, 
de la Sala de lo Contencioso-administrativo de Burgos del Tribunal Superior de 
Justicia de Castilla y León, estimatoria del recurso, por la que: “2º. Se declara 
nula la clasificación, como equipamiento público, de la ampliación del cementerio 
de xxx2, también contempladas en dichas NNUUMM de xxx3 (…)”. Al respecto, 
la Sala concluye que la pretendida ampliación no se ajusta a derecho al 
contravenir la normativa sectorial que, con relación a las distancias mínimas 
que deben respetarse entre cementerios y suelo urbano, se contiene en el 
artículo 36.4 del Decreto 16/2005, de 10 de febrero, que regula de Policía 
Sanitaria Mortuoria en Castilla y León.  

 
Tercero.- Mediante resolución del delegado territorial de la Junta de 

Castilla y León en xxx1, de 15 de marzo de 2022, se había concedido una 
autorización sanitaria de funcionamiento para la ampliación del cementerio 
municipal de xxx2, solicitada por el alcalde pedáneo de esa localidad, 
consistente en la construcción de 124 nuevos nichos.  
 

Cuarto.- El 3 de septiembre de 2024 Dña. yyyy presenta escrito ante 
la Administración autonómica, en el que expone que el Tribunal Superior de 
Justicia de Castilla y León ha dictado la ya mencionada sentencia de 24 de 
junio de 2022 que, como ya se ha dicho, y entre otros extremos, declara nula 
la clasificación, como equipamiento público, de la ampliación del cementerio 
de xxx2. 

 
Añade que dicha sentencia ya es firme, y a consecuencia de ello “el 

cementerio de xxx2 se ubica en un emplazamiento ilegal porque incumple el 
régimen de distancias del Reglamento de Policía Sanitaria Mortuoria”. También 
señala que “Mediante Auto notificado el 27/11/2023, se ha declarado que la 
sentencia no requiere actos de ejecución en el marco del procedimiento 
judicial, siendo lo procedente que se solicite la revisión en vía administrativa 
de actos nulos de pleno Derecho; (…)”. 

 
Afirma que la Administración “otorgó autorización de funcionamiento a 

la ampliación del cementerio basándose precisamente en que la revisión de 
las NN.UU.MM ̀ había legalizado´ tal ampliación, que es la que se ha declarado 
nula por el TSJ”. Y concluye que, con base en lo dispuesto en el artículo 49 de 
la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de 
las Administraciones Públicas (LPAC), “son nulos los actos de aplicación de la 
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disposición anulada (en este caso, la revisión de las NN.UU.MM. de xxx3) 
directamente entroncadas con la causa de nulidad”, como sería dicha 
autorización sanitaria de funcionamiento para la ampliación del cementerio. 

 
Considera aplicable al presente supuesto la causa de nulidad recogida 

en el artículo 47.1.f) de la LPAC (“Los actos expresos o presuntos contrarios 
al ordenamiento jurídico por los que se adquieren facultades o derechos 
cuando se carezca de los requisitos esenciales para su adquisición”), sin 
perjuicio de que también fuera posible la revocación del acto. 

 
Termina solicitando que por la Administración “se proceda a revocar o, 

subsidiariamente revisar de oficio la autorización de funcionamiento del 
cementerio de xxx2”, por las causas invocadas en su escrito. 

 
Constan incorporados al escrito la repetida Sentencia n.º 190/2022, de 

24 de junio, que anula el Acuerdo de 25 de febrero de 2021, de la Comisión 
Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo de xxx1, por el que se aprueban 
definitivamente las Normas Urbanísticas municipales de xxx3; el decreto de 26 
de septiembre de 2022, que declara la firmeza de la anterior resolución; y el 
acuerdo de desestimación del incidente de ejecución de dicha sentencia, 
promovido por la interesada, de 23 de noviembre de 2023. 
 
 También se ha incorporado al expediente la propia resolución de 15 de 
marzo de 2022, por la que se concede la autorización sanitaria de 
funcionamiento para la ampliación del cementerio de xxx2.  

 
Quinto.- Mediante acuerdo de 27 de noviembre de 2024, de la Dirección 

General de Salud Pública, se inicia el procedimiento de revisión de oficio de la 
autorización sanitaria de funcionamiento de la ampliación del cementerio 
municipal de xxx2, lo que se notifica a los interesados. 
 

Sexto.- El 31 de marzo de 2025 se formula propuesta de resolución en 
el sentido de desestimar la solicitud de revisión de oficio de la autorización 
sanitaria de funcionamiento de la ampliación del cementerio de xxx2, por no 
concurrir la causa de nulidad alegada por la interesada. La concesión de esa 
autorización sólo determinaría la posibilidad de continuar tramitando el 
procedimiento municipal de ampliación, sin que aquélla implique atribución de 
facultades o derechos al Ayuntamiento destinatario de la misma, no existiendo 
por ello el acto que exige el artículo 47.1.f) para que proceda la nulidad.  
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Dicha propuesta no se pronuncia sobre la posible revocación del acto, 
instada opcionalmente por la interesada en su petición inicial. 

 
Devuelto el expediente a la Dirección General de Salud Pública el 19 de 

mayo de 2025, se formula nueva propuesta de resolución el 30 de mayo 
siguiente, igualmente en sentido desestimatorio, y más tarde propuesta de 
orden el 10 de junio de 2025, en la que además se inadmite la solicitud de 
revocación contenida también en el escrito inicial de la interesada, por falta de 
las condiciones exigidas en el artículo 109.1 de la LPAC para proceder a una 
revocación de un acto administrativo.  
 

Séptimo.- El 7 de julio siguiente se emite informe favorable por 
Asesoría Jurídica. 
 

Octavo.- El 11 de julio de 2025 se formula propuesta de orden final, 
que inadmite la solicitud de revocación y desestima la solicitud de revisión de 
oficio. 

 
 
En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 

Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 
 
 

II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 

expediente con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 4.1.i),2º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, que prevé que el mismo debe ser consultado en 
los expedientes de revisión de oficio de los actos administrativos. Corresponde 
a la Sección Primera emitir el dictamen según lo establecido en el apartado 
tercero, 1.h) del Acuerdo de 6 de marzo de 2014, del Pleno del Consejo, por 
el que se determina la composición y competencias de las Secciones. 

 
Además, la preceptividad del dictamen del Consejo Consultivo resulta 

justificada, con toda claridad, a tenor de lo dispuesto en el artículo 106.1 de 
la LPAC. Del referido artículo se deduce que dicho dictamen es, además de 
preceptivo, habilitante de la ulterior decisión revisora de la Administración, ya 
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que sólo puede declarar la nulidad del acto si dicho dictamen hubiera sido 
favorable, esto es, estimatorio de la nulidad denunciada. 

 
Planteada también por la interesada la opción de revocación del acto 

de autorización sanitaria de funcionamiento, debe indicarse que la misma no 
está sujeta a dictamen de este Consejo, por lo que no procede pronunciarse 
sobre la misma, sin perjuicio de parecer fundamentados jurídicamente los 
argumentos desarrollados en la propuesta de orden para su inadmisión.  

 
2ª.- El artículo 106.1 de la LPAC dispone que “Las Administraciones 

públicas, en cualquier momento, por iniciativa propia o a solicitud de interesado, 
y previo dictamen favorable del Consejo de Estado u órgano consultivo 
equivalente de la Comunidad Autónoma, si lo hubiere, declararán de oficio la 
nulidad de los actos administrativos que hayan puesto fin a la vía administrativa 
o que no hayan sido recurridos en plazo, en los supuestos previstos en el 
artículo 47.1”. 

 
Por lo tanto, para dar curso al procedimiento de revisión de oficio de 

actos nulos de pleno derecho, es necesario que concurran los siguientes 
presupuestos: 

 
- Que se encuentren en uno de los supuestos enumerados en el 

artículo 47.1 de la LPAC o que, al amparo de la última letra del citado precepto, 
estén expresamente previstos en una ley. 

 
- Que pongan fin a la vía administrativa o que no hayan sido 

recurridos en plazo, si bien este último es un requisito que sólo jugará cuando 
se inicie la revisión a instancia del interesado y no cuando el procedimiento 
sea instado de oficio por la propia Administración autora del acto. 

 
- Que la solicitud de revisión de oficio se inste por persona 

interesada o de oficio por la propia Administración. 
 
El mencionado artículo 106 no contempla un procedimiento específico 

para la revisión de oficio de los actos administrativos, sino que se limita a exigir 
el dictamen previo favorable del Consejo de Estado u órgano consultivo 
equivalente de la Comunidad Autónoma. Por ello, resultan de aplicación las 
disposiciones generales sobre los procedimientos administrativos, contenidas 
en el título IV de la citada Ley. 
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A la vista de la documentación obrante en el expediente, puede 
afirmarse que el procedimiento se ha tramitado conforme a lo previsto en la 
LPAC. Así, consta la resolución de inicio del procedimiento y la propuesta de 
resolución. En este punto conviene aclarar que no consta trámite de audiencia 
concedido a la interesada. Sin embargo, la revisión de oficio ha sido instada 
por la interesada, y la propuesta de la Administración solo ha tenido en cuenta 
la documentación que obraba en el expediente y era conocida por aquella. Por 
ello, ninguna indefensión se le ha causado. Finalmente, la exigencia de informe 
del Consejo Consultivo se cumple con la emisión del presente dictamen. 
 

3ª.- La revisión de oficio, regulada en el artículo 106 de la LPAC, tiene 
como objeto facilitar la depuración de los vicios de nulidad radical o absoluta 
de que adolecen los actos administrativos, con el inequívoco propósito de 
evitar que por el transcurso de los breves plazos de impugnación de aquellos 
derive en su consolidación definitiva. Se persigue, pues, mediante este cauce 
procedimental, ampliar las posibilidades impugnatorias, evitando que una 
situación afectada por una causa de nulidad de pleno derecho quede 
perpetuada en el tiempo, y produzca efectos jurídicos pese a adolecer de un 
vicio de tan relevante trascendencia. 

 
Sin embargo, como ha señalado este Consejo en reiteradas ocasiones 

(por todos, el Dictamen 63/2020, de 12 de marzo), esta acción de nulidad no 
está concebida para canalizar cualquier infracción del ordenamiento jurídico 
que pueda imputarse a un acto administrativo, sino solo aquellas que 
constituyan un supuesto de nulidad plena, previsto en el artículo 47.1 de la 
LPAC. 

 
En el presente caso, tal y como se ha expuesto en los antecedentes de 

hecho de este dictamen, la interesada considera que concurre la causa de 
nulidad prevista en la letra f) del artículo 47.1 de la LPAC que establece la 
nulidad de “Los actos expresos o presuntos contrarios al ordenamiento jurídico 
por los que se adquieren facultades o derechos cuando se carezca de los 
requisitos esenciales para su adquisición”. 
 

4ª.- En el supuesto objeto del dictamen, una particular cuyo interés ha 
quedado acreditado en el expediente solicita la revisión de oficio de la 
resolución del delegado territorial de la Junta de Castilla y León en xxx1 de 15 
de marzo de 2022, por la que se concede la autorización sanitaria de 
funcionamiento para la ampliación del cementerio municipal de xxx2, solicitada 
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por el alcalde pedáneo de dicha localidad, consistente en la construcción de 
124 nichos. 

 
Expone dicha interesada que la Sentencia n.º 190/2022, de 24 de junio, 

de la Sala de lo Contencioso-administrativo de Burgos, del Tribunal Superior 
de Justicia de Castilla y León, ha estimado el recurso interpuesto por ella 
misma frente al Acuerdo de 25 de febrero de 2021, de la Comisión Territorial 
de Medio Ambiente y Urbanismo de xxx1, por el que se aprueban 
definitivamente las NN.UU.MM. de xxx3. 

 
Tal estimación conllevaría la nulidad de la reclasificación como suelo 

rústico de una parcela de su propiedad, y más en particular la clasificación 
como equipamiento público de la ampliación del cementerio municipal de xxx2, 
en unos terrenos contemplados a tal fin en dichas NN.UU.MM., a los que se 
reclasifica como suelo urbano.  

 
Para la interesada el pronunciamiento anulatorio de la sentencia 

acarrearía necesariamente la nulidad del acto por el que el delegado territorial 
otorgó la autorización sanitaria de funcionamiento. 

 
Sostiene que tal autorización está profundamente conectada con las 

NN.UU.MM, ya que son éstas precisamente las que habrían autorizado tal 
ampliación. 

 
Debe recordarse, a este respecto, que el vicio de nulidad previsto en el 

artículo 47.1.f) de la LPAC, invocado en este caso, se interpreta de forma muy 
estricta por este Consejo Consultivo, en línea con la doctrina del Consejo de 
Estado. Una aplicación en puridad de dicha categoría, de modo que permita 
darle significado y entidad propia por contraste con los supuestos de 
anulabilidad (artículo 48 de la LPAC), postula evitar un entendimiento amplio 
de los “requisitos esenciales” para la adquisición de facultades o derechos, a 
los que la norma alude, pues de otro modo se llegaría fácilmente a una 
desnaturalización de las causas legales de invalidez. 

 
En relación con esta causa de nulidad de pleno derecho, el Consejo de 

Estado ha señalado en numerosas ocasiones (por todos, Dictamen 984/2016, 
de 19 de enero de 2017) que “debe ser objeto de una interpretación rigurosa, 
`por cuanto una mínima laxitud (...) arrasaría la distinción entre grados de 
invalidez y atentaría gravemente contra la seguridad jurídica al permitir 
cuestionar en cualquier momento no sólo actos incursos en un vicio de singular 
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relevancia para el interés público concreto y para el genérico comprometido 
en la legalidad del actuar administrativo, sino todos los actos en que una 
prescripción legal hubiera sido vulnerada o un requisito legal se hubiera 
desconocido´ (Dictamen 1.277/98, de 25 de septiembre, entre otros). En la 
misma línea, se ha dicho que `no todos los requisitos necesarios para la 
adquisición de una facultad o derecho merecen el calificativo de "esenciales", 
sino sólo aquellos que constituyen presupuestos básicos exigibles para que 
pueda citarse el acto administrativo´ (así, Dictámenes 2.454/94, de 9 de 
febrero; y 1.178/98, de 11 de junio). 

 
 »Por su parte, el Tribunal Supremo ha interpretado el calificativo 

`esenciales´ como referido a aquellos requisitos `más significativos y directa 
e indisociablemente ligados a la naturaleza misma del derecho´ (Sentencia de 
23 de noviembre de 2008). Y este Consejo ha subrayado (entre otros, 
Dictámenes 1.511/2011, de 13 de octubre; 1.536/2011, de 20 de octubre; 
840/2014, de 23 de octubre; y 753/2015, de 24 de septiembre), que `la 
esencialidad presupone que ha de tratarse de un requisito que objetivamente 
el interesado no puede llegar a cumplir en ningún momento, por tratarse de 
un hecho acontecido invariable que elimina cualquier posibilidad de 
subsanación, y que no precisa, para constatar su carencia, de la interpretación 
de norma jurídica alguna´”. 

 
En el mismo sentido, el Dictamen 739/2017, de 5 de octubre de 2017, 

del Consejo de Estado, recuerda que “esta causa de nulidad de pleno derecho 
`debe interpretarse de forma especialmente estricta, para evitar que una 
interpretación extensiva de ella pueda provocar una desnaturalización del 
sistema, convirtiendo, dentro de la teoría de la invalidez, la excepción (que 
son los supuestos de nulidad radical) en la regla general. Por ello, para apreciar 
la concurrencia de este motivo, se exige el cumplimiento de unos requisitos 
específicos que van más allá de la producción de cualesquiera infracciones al 
ordenamiento jurídico´ (entre otros, dictámenes números 1.275/2008, de 25 
de septiembre, y 840/2014, de 23 de octubre) y que usualmente se detienen 
en la diferencia entre "requisitos necesarios" y "esenciales", sin que todos los 
requisitos necesarios para la adquisición de una facultad o derecho merezcan 
el calificativo de "esenciales" (dictamen número 219/2013, de 18 de abril). 

 
  »En este sentido, como señala el dictamen número 485/2012, de 
24 de mayo, la carencia de tales `requisitos esenciales´ debe entenderse 
concurrente solo en aquellos casos en los que sea patente la ausencia de un 
presupuesto esencial o básico, que determina la adquisición del derecho o 
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facultad de que se trate, pero no en aquellos otros en los que la controversia 
deriva de una mera interpretación, con eventuales soluciones razonablemente 
divergentes, de una norma jurídica”. 
 

Por todo ello, en el supuesto objeto de examen debe analizarse si la 
resolución objeto de la revisión de oficio que se solicita da lugar a la adquisición 
de derechos cuando su destinatario carecía de los requisitos esenciales para 
su adquisición. 

 
Y este Consejo debe compartir la postura mantenida por la 

Administración en la propuesta de orden remitida, respondiendo 
negativamente a la cuestión anterior. 

 
Así, el artículo 37 del Decreto 16/2005, de 10 de febrero, por el que se 

regula la Policía Sanitaria Mortuoria en la Comunidad de Castilla y León, en 
relación con los cementerios y las autorizaciones sanitarias de instalación y de 
funcionamiento, dispone lo siguiente: 

 
“1.– Antes del inicio de las obras para la nueva construcción, 

ampliación o reforma de un cementerio, será necesario obtener autorización 
sanitaria de instalación de la Dirección General competente por razón de la 
materia. 

 
»2.– A los efectos de este Decreto, se considera ampliación de 

un cementerio toda modificación que conlleve aumento de su superficie y 
reforma cuando no suponga aumento de la misma. 

 
»3.– La solicitud de autorización sanitaria de instalación, así 

como la documentación complementaria se dirigirá al Servicio Territorial con 
competencias en sanidad y podrá presentarse en cualquiera de los lugares 
previstos en el artículo 38.4 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común, quedando excluida por su complejidad su presentación 
por telefax. 

 
»4.– Analizada la documentación por el Servicio Territorial, el 

Jefe del Servicio Territorial elevará propuesta de autorización a la Dirección 
General competente, remitiendo todo el expediente administrativo. 
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»5.– El plazo máximo para la resolución y notificación de la 
autorización sanitaria de instalación será de seis meses. Transcurrido dicho 
plazo sin haberse notificado resolución expresa, se podrá entender 
desestimada la solicitud de autorización. 

 
»6.– Finalizadas las obras, se comunicará al Servicio Territorial 

con competencias en sanidad, que comprobará mediante inspección si se han 
cumplido las condiciones del proyecto y las demás normas sanitarias de 
aplicación, elevando informe a la Dirección General competente. A la vista de 
dicho informe, la Dirección General procederá a la concesión de la autorización 
sanitaria de funcionamiento. 

 
»7.– El plazo máximo para la resolución y notificación de la 

autorización sanitaria de funcionamiento será de tres meses. Transcurrido 
dicho plazo sin haberse notificado resolución expresa, se podrá entender 
desestimada la solicitud de autorización de funcionamiento”. 

 
Esta autorización sanitaria de funcionamiento, como bien puntualiza la 

propuesta de orden sometida a consulta, tiene naturaleza de mera actuación 
de trámite, que presenta carácter previo, preceptivo e instrumental, en el seno 
del procedimiento principal, cuyo objeto sería la construcción, ampliación, 
reforma o clausura de cementerios. En este sentido el artículo 36.6 del mismo 
texto legal indica que “Los expedientes de construcción, ampliación, reforma 
o clausura de cementerios deberán de ser instruidos y resueltos por el 
Ayuntamiento en donde estén o vayan a estar ubicados, de conformidad con 
la normativa de régimen local y autonómico sectorial”.  

 
En consecuencia, la autorización sanitaria de funcionamiento no es más 

que otro acto de trámite, de carácter sectorial, de los que en su caso deban 
formar parte del procedimiento general (ya tengan éstos carácter 
estrictamente sanitario o no), y que en su caso va a permitir continuar con la 
tramitación de dicho procedimiento de ampliación y construcción, el cual será 
resuelto por el órgano competente, en todo caso vinculado por la declaración 
judicial de nulidad de las previsiones contenidas al respecto en las nuevas 
NN.UU.MM. de xxx3, sin que, en modo alguno, aquella autorización sanitaria 
implique o conlleve la concesión de derechos o facultades. 

 
Por todo ello no procedería la revisión de oficio por la causa invocada. 
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III 
CONCLUSIONES 

 
En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 

informa: 
 

 No procede declarar la nulidad de pleno derecho de la resolución del 
delegado territorial de la Junta de Castilla y León en xxx1, de 15 de marzo de 
2022, por la que se concede autorización sanitaria de funcionamiento para la 
ampliación del cementerio municipal de xxx2, en xxx3. 
 
 

No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 
 


